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I. IntroduccIón

La jurisdicción contencioso-administrativa se instauró en España por las 
leyes de 2 de abril de 1845, que creó los Consejos Provinciales, y de 6 de julio 
de 1845, que creó el Consejo Real 1. Luego, rigió durante muchos años la Ley 
de 13 de setiembre de 1888, la denominada de Santamaría de Paredes, que fue 
conocida como “sistema armónico”.

Sin embargo, fue la Ley de 27 de diciembre de 1956, Reguladora de la Ju-
risdicción Contencioso-Administrativa, la que marcó un hito fundamental en el 
Derecho Público español y que tuvo una extraordinaria repercusión en los países 
latinoamericanos, de tal manera que muchos de ellos han inspirado su legislación 
contencioso-administrativa en la citada ley española 2.

Tan buena era aquella ley, pese a las limitaciones que podía suponer su 
nacimiento en un régimen autoritario, que su estructura y, en general, su espíritu, 

1 Una exposición completa de la evolución de la jurisdicción contencioso-administrativa 
en España puede verse en Fernández torres, Historia Legal de la Jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa (1845-1998), Iustel, 2007.

2 Jesús gonzález pérez ha explicado en las sucesivas ediciones de sus Comentarios a la 
Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa cómo se gestó y redactó el texto que había de 
convertirse en la Ley de 27 de diciembre de 1956. La última edición es de Cívitas, de 2013. 
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impregnaron la vigente Ley 29/1998, de 13 de julio, también denominada Regu-
ladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sin embargo, en los tiempos que vivimos, especialmente en Europa, en los 
que las libertades e incluso la propia democracia aparecen a veces amenazadas, 
se están observando fenómenos que nada añaden a la defensa de ciudadanos y 
administrados. Por el contrario, impiden, de forma más o menos encubierta, el ac-
ceso a la defensa de sus derechos ante la jurisdicción contencioso-administrativa.

Correspondiendo a la invitación de la Asociación de Docentes de la Univer-
sidad de Buenos Aires, voy a exponer unas breves reflexiones sobre problemas 
actuales de la jurisdicción contencioso-administrativa española que, a mi modo 
de ver, inciden directamente sobre los derechos de los ciudadanos.

Muchas son las cuestiones a abordar, pero me centraré en las que conside-
ro más importantes: el problema de la estructura de la jurisdicción y sus reper-
cusiones sobre los litigantes; las dilaciones excesivas del proceso contencioso-
administrativo, especialmente el del procedimiento abreviado; y, finalmente, los 
cambios sucesivos que, en cuanto a los criterios de imposición de costas, se han 
ido sucediendo.

El enfoque de estas cuestiones se hace desde un punto de vista realista, es 
decir, desde la observación de casos concretos y no estrictamente desde el punto 
de vista doctrinal, pues los problemas de los administrados son personales, y las 
elucubraciones teóricas, por muy brillantes que sean y por muy bien documenta-
das que estén, poca satisfacción pueden aportar a sus anhelos y preocupaciones.

II. confIguracIón dE la planta judIcIal, compEtEncIas dE los 
órganos jurIsdIccIonalEs y consEcuEncIas sobrE los lItIgantEs

II.1. La configuración de la planta judicial de la jurisdicción 
contencioso-administrativa

Hasta la Ley 29/1998, vigente actualmente con sus correspondientes mo-
dificaciones 3, la jurisdicción contencioso-administrativa española se organizó 
preponderantemente sobre la base de la existencia y actuación de tribunales co-
legiados.

La Ley de 2 de abril de 1845, de organización y atribuciones de los Con-
sejos Provinciales, configuraba éstos bajo la presidencia del “Jefe político de la 
provincia”, luego denominado Gobernador Civil. Había en ellos de tres a cinco 
vocales nombrados por el Rey. En definitiva, se trataba de órganos administrati-
vos colegiados que, según decía este texto legal, “actuarán como tribunales en los 
asuntos administrativos”.

3 El texto original, con sus sucesivas modificaciones hasta llegar al actual “texto consoli-
dado”, puede consultarse en la página web del Boletín Oficial del Estado.
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La Ley de 6 de julio de 1845 configuró el Consejo Real como un “cuerpo 
supremo consultivo”. La presidencia la ostentaba el Presidente del Consejo de 
Ministros, y los consejeros ordinarios y extraordinarios eran nombrados por el 
Rey a propuesta del Consejo de Ministros y refrendados por su Presidente. Órga-
no colegiado, por tanto.

Esta orientación organizativa pasó a la Ley de 13 de setiembre de 1888. Los 
Tribunales Provinciales de lo Contencioso-Administrativo estaban integrados 
por el Presidente de la Audiencia Provincial, dos magistrados de la misma y dos 
diputados provinciales con título de Letrado. La instancia superior se atribuía al 
Consejo de Estado, órgano colegiado de la Administración Central, luego susti-
tuido en sus funciones, mediante la denominada Ley Maura-Silvela, de 5 de abril 
de 1904, por una Sala de lo Contencioso-Administrativo en el Tribunal Supremo.

Y la organización en tribunales colegiados fue la adoptada por la Ley de 
27 de diciembre de 1956, que establecía una doble instancia. La primera se resi-
denciaba en las Salas de lo Contencioso-Administrativo de las Audiencias Terri-
toriales que, en general, tenían carácter pluriprovincial, y la segunda en la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, comúnmente conocida 
como Sala Tercera.

Se pueden encontrar argumentos en pro y en contra de esta opción de tri-
bunales colegiados. Es cierto, por una parte, que la deliberación y fallo de los 
asuntos ha de ser teóricamente más contrastada cuando, para la formación de 
voluntad del tribunal, han de concurrir diversos pareceres y llegar a un punto de 
entendimiento entre ellos, pero no es menos cierto que un tribunal unipersonal, 
si a su frente se encuentra un magistrado preparado, también puede dar, como es 
lógico, el mismo resultado apetecido.

Lo que aparece como claro, en un primer momento, es que un tribunal co-
legiado suele tardar más en tramitar los asuntos sometidos a su conocimiento y 
en dictar los fallos correspondientes. Pero se trata tan sólo de una apariencia, por 
cuanto si a un órgano jurisdiccional unipersonal se le carga de trabajo, siendo ello 
habitual en la jurisdicción contencioso-administrativa, también se producen por 
fuerza importantes retrasos y largas duraciones de los procedimientos.

Esta situación, a la que más tarde nos referiremos, intentó solventarse me-
diante la creación de los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo de ámbito 
provincial y de los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo de ám-
bito nacional, ubicados en la Audiencia Nacional.

Así pues, parece que es muy difícil que a corto, o incluso a medio plazo, 
pueda articularse una planta basada en órganos unipersonales para la primera 
instancia y en órganos colegiados para la segunda instancia, además del Tribu-
nal Supremo, a semejanza de lo que viene siendo tradicional en el ámbito de 
la jurisdicción civil. Y ello se ve agravado por el hecho de que el reparto de 
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competencias entre diferentes órganos jurisdiccionales se basa en el sistema de 
lista, al que nos referiremos seguidamente.

II.2. Competencias de los órganos jurisdiccionales: el sistema de lista
El sistema de lista implica que órganos jurisdiccionales que habrían de te-

ner, en principio, el carácter de Salas de Apelación o de Casación, también des-
empeñan competencias de única instancia, con lo cual se produce una “mezco-
lanza” de instancias y de funciones muy diversas.

Esta atribución de competencias es típica de la jurisdicción contencioso-
administrativa española y muy dudoso, como se apuntaba, que pueda llegar a 
cambiar en un plazo más o menos breve. Y ello viene determinado no tan solo 
por la existencia de órganos colegiados con carácter exclusivo en épocas anterio-
res, sino también por la especial dicotomía que se ha producido en el Derecho 
Administrativo español entre los denominados Derecho Estatal y Derecho Auto-
nómico.

Como es sabido, la Constitución española de 1978 articuló territorialmen-
te el Estado en tres niveles: el estatal con competencia sobre todo el territorio 
nacional; el autonómico mediante la constitución de Comunidades Autónomas 
de carácter pluriprovincial o uniprovincial; y el local, englobando el municipio, 
las provincias, las islas y demás entidades, bien de ámbito inferior o superior al 
propiamente municipal.

Pero, lo que nos interesa en este momento es la repercusión que tal organi-
zación ha supuesto en la estructura y funcionamiento de la jurisdicción conten-
cioso- administrativa.

El poder central dispone, como es lógico, del Poder Legislativo, integrado 
por el Congreso de los Diputados y el Senado. Pero las Comunidades Autónomas 
también disponen de Poder Legislativo, ostentado por las Asambleas Legislativas 
que adoptan diferentes nombres pero responden a un mismo modelo básico, cual 
es el de legislar sobre las materias propias de la Comunidad Autónoma.

Ello determinó que el Derecho Estatal pudiera ser conocido por todos los 
tribunales, como así ocurre. En cambio, el Derecho Autonómico es competencia 
de los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo y de las Salas de lo Conten-
cioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia. Debemos recordar 
que el poder judicial español es único para todo el Estado. No hay, por tanto, 
poder judicial autonómico 4. Pero, ello no significa que los ámbitos territoriales 
de los Tribunales Superiores de Justicia no se ajusten al de la Comunidad Autó-
noma, conllevando importantes consecuencias.

4 La unidad jurisdiccional es proclamada por los arts. 117, 122 y 123 de la Constitución 
española y, más concretamente, por los arts. 3.1 y 4 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 
Poder Judicial.
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El artículo 152,1 de la Constitución española señala:
“Un Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de la jurisdicción que co-

rresponde al Tribunal Supremo, culminará la organización judicial en el ámbito 
territorial de la Comunidad autónoma. En los Estatutos de las Comunidades au-
tónomas podrán establecerse los supuestos y las formas de participación de aqué-
llas en la organización de las demarcaciones judiciales del territorio. Todo ello de 
conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica del Poder Judicial y dentro de la 
unidad e independencia de éste”.

Los Tribunales Superiores de Justicia se constituyen, pues, como el más ele-
vado tribunal de la Comunidad Autónoma, sin perjuicio de las competencias que 
puedan corresponder al Tribunal Supremo. Así, el mismo artículo constitucional 
citado, señala:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 123, las sucesivas instancias 
procesales, en su caso, se agotarán ante órganos judiciales radicados en el mismo 
territorio de la Comunidad autónoma en que esté el órgano competente en pri-
mera instancia”.

Todo ello produjo, en su momento, que se crearan dos canales de aplica-
ción e interpretación del Derecho Administrativo, tal y como se ha apuntado. 
Y ello quedó plenamente establecido mediante la Ley 10/1992, de 30 de abril, 
de Medidas Urgentes de Reforma Procesal que, en ejecución y desarrollo de las 
citadas previsiones constitucionales, así como de lo previsto en la Ley Orgánica 
del Poder Judicial, introduce el recurso de casación en el ámbito contencioso-
administrativo. Pero, en cuanto tal recurso deba ser conocido por el Tribunal Su-
premo, la Exposición de motivos de la citada Ley señala expresamente que “lo 
circunscribe al ámbito del Derecho estatal”, no autonómico.

Si analizamos la Ley 29/1998, vemos que esta distribución de competencias 
diversas se manifiesta plenamente. Para ello, debemos fijar nuestra atención en 
sus artículos 8, 9, 10, 11 y 12.

Pero, como en estas reflexiones es innecesario hacer un análisis exhaustivo 
del ámbito competencial, centraremos nuestra atención únicamente en una sola 
cuestión: el control de las disposiciones generales.

El artículo 8,1 de la Ley 29/1998 establece que los Juzgados de lo Conten-
cioso-Administrativo conocerán, en única o primera instancia, según los dispues-
to en esta Ley, de los recursos que se deduzcan frente a los actos de las entida-
des locales o de las entidades y corporaciones dependientes o vinculadas a las 
mismas, excluidas las impugnaciones de cualquier clase de instrumentos de pla-
neamiento urbanístico que, añadimos nosotros, suelen considerarse de carácter 
reglamentario. Sin embargo, esta competencia general cede en el caso de las dis-
posiciones generales emanadas de las entidades locales, pues su conocimiento se 
atribuye, según el artículo 10,1,b), a las Salas de lo Contencioso-Administrativo 
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de los Tribunales Superiores de Justicia. Así pues, una misma Administración es 
objeto de enjuiciamiento por diversas instancias judiciales, debiendo recordarse 
que las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de 
Justicia actúan como tribunales de apelación respecto de sentencias y autos dic-
tados por los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo.

Parecido esquema se reproduce a nivel estatal, pues los recursos que se 
deduzcan respecto de disposiciones generales de los Ministros son competencia 
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, según el 
artículo 11,1,a) de la Ley 29/1998, siendo, a su vez aquélla, tribunal de apelación 
contra autos y sentencias dictados por los Juzgados Centrales de lo Contencioso-
Administrativo.

Y, para no hacer interminable esta enumeración, mencionar que los actos 
y disposiciones del Consejo de Ministros y de las Comisiones Delegadas del 
Gobierno son competencia, en única instancia, de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Supremo.

Este entramado de tribunales y de competencias produce importantes con-
secuencias no solo para los administrados, como destacaremos seguidamente, 
sino sobre el volumen de trabajo que afecta a los tribunales que tienen que aten-
der a variadísimas cuestiones y actuando como tribunales de distinto grado a la 
vez.

II.3 Consecuencias de la distribución de competencias sobre los 
derechos de los litigantes

La realidad actual de la jurisdicción contencioso-administrativa que some-
ramente hemos intentado apuntar tiene repercusiones directas sobre los derechos 
de los litigantes.

Podríamos aquí establecer un pequeño símil con esta polémica, ya supe-
rada, de si las normas de organización administrativa tienen repercusión sobre 
los administrados, siendo la respuesta afirmativa en cuanto la actuación de un 
órgano manifiestamente incompetente por razón de territorio o de materia puede 
dar lugar a la declaración de nulidad de pleno derecho de un acto administrativo, 
conforme señala con carácter general el artículo 62,1,b) de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

En el ámbito judicial contencioso-administrativo, ello se traduce en que una 
misma o similar cuestión puede entrañar el acceso –o no– a vías de recurso, se-
gún la Administración Pública de la que provenga el acto impugnado.

Fijaremos nuestra atención, a tales efectos, en una sola materia, cual es la de 
personal de la Administración Pública y, concretamente, de sanciones disciplina-
rias impuestas a los funcionarios.
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Si un funcionario de una entidad local es sancionado con la separación defi-
nitiva del servicio por haber cometido una falta muy grave que acarreaba tal casti-
go, el posible recurso contencioso-administrativo es conocido por un Juzgado de 
lo Contencioso-Administrativo, según el artículo 8,1 de la Ley 29/1998.

En cambio, si el funcionario pertenece a la Administración autonómica, el 
recurso jurisdiccional se verá por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia, por remisión del artículo 8,2 de la misma Ley.

En el primer caso, la sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Adminis-
trativo podrá ser objeto de recurso de apelación ante la Sala del mismo carácter 
del Tribunal Superior de Justicia. En cambio, en el segundo caso, la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia juzgará en única 
instancia, según el artículo 10,1,a) de la Ley 29/1998, y, por tanto, solo cabrá una 
hipotética vía de casación.

Los ejemplos podrían multiplicarse, pero consideramos inútil hacerlo pues 
el análisis pormenorizado de la Ley citada ha de llevar a detectar diversas situa-
ciones de este tipo.

En resumen, el sistema de lista puede ser pernicioso en algunos casos, colo-
cando a litigantes en situaciones similares en posiciones procesales absolutamen-
te distintas y estableciendo discriminaciones importantes en cuanto al acceso a 
vías de recurso en el ámbito de la propia jurisdicción contencioso-administrativa. 
Solo una reforma en profundidad, que no se adivina por el momento como pro-
bable, permitiría corregir estas situaciones.

III. El tratamIEnto dE las dIlacIonEs ExcEsIvas En El ámbIto 
jurIsdIccIonal contEncIoso-admInIstratIvo

Es un tópico afirmar que la jurisdicción contencioso-administrativa españo-
la adolece de una crónica tardanza en la resolución de los asuntos de que conoce. 
Como todo tópico, esta afirmación admite muchas modulaciones. Hay tribunales 
que arrastran un déficit crónico de dictado de fallos y, en cambio, otros actúan 
con mucha mayor celeridad. Que quede claro que la tardanza en resolver y los 
retrasos en la tramitación de los asuntos no es, ni mucho menos, culpa de los ma-
gistrados de lo contencioso-administrativo que, con contadas excepciones, des-
empeñan sus funciones con gran dedicación y con notables esfuerzos y horas de 
trabajo. Y las contadas excepciones, que siempre puede haberlas, han sido y son 
objeto de control y de sanción por parte del Consejo General del Poder Judicial.

La Constitución española vigente abrió un camino nuevo respecto de los re-
trasos y tardanzas de la tramitación de los procesos judiciales, aplicable también 
a la jurisdicción contencioso-administrativa, en cuanto el artículo 24,2 prohíbe 
las dilaciones indebidas en los procesos.

Sin embargo, como a menudo ocurre, una cosa son las solemnes declaracio-
nes constitucionales y otra muy distinta su plasmación en la realidad. Y como de 
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realidades estamos intentando tratar en estas líneas, nos referiremos a un ejemplo 
palmario de falta de respuesta del sistema a la aparición de dilaciones indebidas 5.

Nos referimos, en concreto, al procedimiento abreviado regulado por el ar-
tículo 78 de la Ley 29/1998.

Este procedimiento fue ideado como esencialmente oral, a tramitar por Juz-
gados de lo Contencioso-Administrativo, aunque luego también se ha aplicado 
a los Juzgados Centrales, y para materias que requerían de una cierta urgencia 
de resolución o que se consideraban de cuantía menor. La propia expresión de 
“abreviado” nos ilustra sobre su naturaleza y funcionamiento.

Sin embargo, la realidad ha demostrado que las previsiones del legislador 
eran meras ilusiones en muchos casos. En el procedimiento abreviado hay que 
señalar, a menos que renuncie expresamente a ello la parte actora, celebración 
de vista, es decir, de un juicio oral con asistencia de las partes y en el que hay 
que dilucidar las cuestiones previas, contestar a la demanda, practicar pruebas y 
formular conclusiones.

En aquellas provincias más pobladas y con niveles de conflictividad mayo-
res, el señalamiento de tales vistas se produce a largo plazo, pues los juzgados se 
ven incapacitados para celebrarlas en un plazo corto y/o razonable. Así, es muy 
normal que en ciudades como Madrid, Barcelona y otras, los señalamientos de 
vistas se pospongan a más de un año y medio, dos años e incluso plazos supe-
riores. Es evidente que una situación de este tipo es inadmisible, pero también 
es cierto que nadie o casi nadie de los responsables públicos se ocupa de ella, 
haciéndose crónica esta tardanza sin que se vea remedio alguno para ello.

Y cuando algunos litigantes, hartos de esperar, han actuado contra estas di-
laciones procesales, la respuesta del Tribunal Constitucional ha sido, en general, 
bastante decepcionante.

Traeremos, a tales efectos, algunos ejemplos de ello.
En primer lugar, las sentencias 141/10, de 21 de diciembre de 2010, y 

142/10, de la misma fecha, del Tribunal Constitucional 6, en las que dicho órgano 
constitucional reconoce que los retrasos en el señalamiento de las vistas constitu-
yen ciertamente dilaciones indebidas, siguiendo, en tal sentido, la jurisprudencia 
del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, pero, si bien se declara la vulnera-
ción del derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, el otorgamiento del am-

5 El artículo 292,1 en consonancia con el 121 de la Constitución española, señala: “Los 
daños causados en cualesquiera bienes o derechos por error judicial, así como los que sean con-
secuencia del funcionamiento anormal de la Administración de Justicia darán a todos los perjudi-
cados derecho a una indemnización a cargo del Estado, salvo en los casos de fuerza mayor, con 
arreglo a lo dispuesto en este Título”.

6 Estas sentencias han sido objeto de un breve comentario por Moltó dArner bajo el títu-
lo de “Dilaciones indebidas en el procedimiento abreviado contencioso-administrativo”, en Revista 
Jurídica de Catalunya, 2012-4 (Doctrina), ps. 1065-1066.
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paro es solo parcial, debido a que el Tribunal Constitucional opina que no puede 
entrar en los problemas estructurales del funcionamiento de la Administración 
de Justicia ni anticipar el señalamiento de la vista que se solicita para no agravar 
eventualmente la posición de otros.

Parecido razonamiento se contiene en la sentencia 89/2014, de 9 de junio de 
2014. Un Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de Madrid, en recurso in-
terpuesto el 13 de octubre de 2009 contra una orden de expulsión de territorio es-
pañol, señaló la vista del procedimiento abreviado para el 5 de junio de 2012. El 
Tribunal Constitucional considera vulnerado el artículo 24,2 de la Constitución 
española, repitiendo parecidos argumentos a las anteriores sentencias citadas y, 
además, señalando que cuando se falla el recurso de amparo ya se ha celebrado 
la vista en el juzgado, e incluso ha recaído sentencia.

La sentencia 88/2015, de 11 de mayo de 2015, también del Tribunal Cons-
titucional, incide en el mismo argumento: declarar vulnerado el derecho a un 
proceso sin dilaciones indebidas y otorgar el amparo, pero sin mayores conse-
cuencias puesto que cuando se dictó la sentencia ya se había celebrado la vis-
ta y dictado sentencia en el procedimiento abreviado. En este caso, el recurso 
contencioso-administrativo se interpuso el 19 de noviembre de 2009 y la vista se 
señaló para el 20 de febrero de 2012.

Y a ello debemos añadir que las sentencias del Tribunal Constitucional acu-
mulan retraso sobre retraso, pues, por ejemplo, en su sentencia 89/2014 el recur-
so de amparo se interpuso el 25 de febrero de 2010 y la sentencia se pronunció el 
9 de junio de 2014. Y en la sentencia 88/2015, el recurso de amparo se interpuso 
el 15 de marzo de 2010 y la sentencia es de 11 de mayo de 2015.

Pocos comentarios cabe añadir a lo descripto, siendo evidente que la juris-
dicción contencioso-administrativa tiene en el procedimiento abreviado un gra-
vísimo problema, pues no viene a resolver la urgencia de la tramitación de los 
asuntos. Por el contrario, si estos mismos asuntos hubieran sido tramitados por el 
procedimiento ordinario, seguramente se hubiera dictado la sentencia en un plazo 
muchísimo más corto.

Pero, como en otras cuestiones, no se percibe voluntad alguna de enmendar 
tal situación o, al menos, ésta es la impresión generalizada en los ámbitos foren-
ses.

Iv. los sucEsIvos crItErIos sobrE ImposIcIón dE costas procEsalEs

El proceso contencioso-administrativo tiene un coste económico, como 
ocurre en el proceso civil. Así, hay que costear los servicios de profesionales, 
especialmente de abogados y procuradores de los tribunales, encargándose los 
primeros de la defensa letrada de la parte y los segundos de su representación 
ante los tribunales.
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Pero, estos costes son asumidos libremente por la parte, a menos que goce 
del beneficio de justicia gratuita 7, no suponiendo mayor carga que la que cada 
uno sea capaz de soportar. El problema grave se plantea cuando el resultado ad-
verso de un recurso contencioso-administrativo comporta que se condene al pago 
de las costas a la parte vencida en juicio.

La evolución de los criterios legales sobre imposición de costas ha expe-
rimentado una evolución que en cada reforma legal no ha hecho sino agravar la 
situación de los litigantes.

La Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 27 de diciembre 
de 1956, señalaba en su artículo 131,1:

“Las Salas de lo contencioso-administrativo, al dictar sentencia o al re-
solver por auto los recursos coincidentes que ante las mismas se promovieran, 
impondrán las costas a la parte que sostuviere su acción, o interpusiere los re-
cursos con mala fe o temeridad”.

Esta previsión legal, que estuvo vigente hasta la entrada en vigor de la Ley 
29/1998 –excepto por lo que hace al recurso de casación, introducido, como ya 
hemos dicho anteriormente, por la Ley 10/1992, de 30 de abril, de Medidas Ur-
gentes de Reforma Procesal–, propició que los tribunales usaran excepcional-
mente la condena en costas 8. Incluso en los ámbitos forenses se había llegado 
a comentar que existía una especie de pacto no escrito, o de uso habitualmente 
seguido, en el sentido de equilibrar la desigual situación, no procesal pero sí real, 
de las partes, de tal manera que no se condenaba a los particulares vencidos a pa-
gar las costas del juicio, pero tampoco se condenaba a la Administración Pública 
demandada porque existía, como sigue siendo cierto, la creencia de que las cos-
tas de la Administración se pagan entre todos los contribuyentes. Era un criterio 
sorprendente en el entorno de un régimen que, como mínimo, cabía calificar de 
autoritario.

Sin embargo, este panorama cambió radicalmente con la entrada en vigor 
de la Ley 29/1998, cuyo artículo 139,1 en su versión original decía:

“En primera o única instancia, el órgano jurisdiccional, al dictar sentencia o 
al resolver por auto los recursos o incidentes que ante el mismo se promovieren, 
impondrá las costas, razonándolo debidamente, a la parte que sostuviere su ac-
ción o interpusiere los recursos con mala fe o temeridad.

7 Véase la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita.
8 Es revelador, a tales efectos, que en la obra de sAntAMAriA pAstor y pAreJo AlFonso, 

“Derecho Administrativo. La Jurisprudencia del Tribunal Supremo”, Madrid, 1989 (por tanto, ante-
rior a la vigente Ley 29/1998), se dedique tan sólo una página y tres líneas de otra a la jurispruden-
cia sobre imposición de costas, y que se diga textualmente: “En todo caso, las condenas en costas 
a cualquiera de las partes sólo se producen en supuestos absolutamente excepcionales...”.
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No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, se impondrán las costas a la 
parte cuyas pretensiones hayan sido desestimadas cuando de otra manera se haría 
perder al recurso su finalidad”.

Por su parte, el mismo artículo, en sus apartados 2 y 3, decía:
“2. En las demás instancias o grados se impondrán al recurrente si se des-

estima totalmente el recurso, salvo que el órgano jurisdiccional, razonándolo 
debidamente, aprecie la concurrencia de circunstancias que justifiquen su no im-
posición.

3. La imposición de las costas podrá ser a la totalidad, a una parte de éstas 
o hasta una cifra máxima”.

De esta reforma legal cabía extraer algunas conclusiones importantes.
Cambiaba, ciertamente, el criterio sobre imposición de costas. La condena 

en costas, en primera o única instancia, exigía justificar que se había obrado con 
mala fe o temeridad. Si no existían tales circunstancias, incluso en el caso de ser 
vencido, se podía atemperar la condena en costas e, incluso, en otras instancias, 
se podía justificar su no imposición.

Sin embargo, estos criterios eran susceptibles de empeoramiento y efectiva-
mente, así sucedió, de tal manera que la reforma operada por la Ley 37/2011, de 
10 de octubre, dejó la redacción de los apartados 1 y 2 del artículo 139 de la Ley 
29/1998 del siguiente modo:

“1. En primera o única instancia, el órgano jurisdiccional, al dictar sentencia 
o al resolver por auto los recursos o incidentes que ante el mismo se promovieren, 
impondrá las costas a la parte que haya visto rechazadas todas sus pretensiones, 
salvo que aprecie y así lo razone que el caso presentaba serias dudas de hecho o 
de derecho.

En los supuestos de estimación o desestimación parcial de las pretensiones, 
cada parte abonará las costas causadas a su instancia y las comunes por mitad, 
salvo que el órgano jurisdiccional, razonando, o debidamente, las imponga a una 
de ellas por haber sostenido su acción o interpuesto el recurso con mala fe o 
temeridad.

2. En las demás instancias o grados se impondrán al recurrente si se deses-
tima totalmente el recurso, salvo que el órgano jurisdiccional, razonándolo debi-
damente, aprecie la concurrencia de circunstancias que justifiquen su no impo-
sición”.

Esta última reforma, que continúa plenamente vigente, ha sustituido los cri-
terios anteriores por el de vencimiento, de tal manera que ahora hay que justificar 
por qué no se imponen las costas, dejando en manos de los juzgadores la adop-
ción de tal decisión.

Esta reforma, que consideramos absolutamente lesiva y perjudicial para los 
derechos de los administrados, no ha tenido el eco negativo que merecía, pues si 
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bien hubo algunas protestas de colegios de abogados, y de éstos individualmen-
te, lo cierto es que no trascendieron al ámbito mediático, ni produjeron huella 
importante alguna en la opinión pública ni, lo que es más desesperanzador, se 
adivina en el horizonte reacción alguna contra ello. La sociedad en que vivimos, 
pese a sus solemnes declaraciones de protección de los derechos individuales, 
castiga al ciudadano que intenta defender sus derechos frente a la Administra-
ción Pública cuando los tribunales le desestiman sus pretensiones, teniendo en 
cuenta que muchas veces tal fallo es tan válido como cualquier otro, y quizá en 
otro tribunal hubiera podido obtenerse un resultado distinto o una apreciación de 
circunstancias que atemperasen la condena en costas.

Sin embargo, el peligro cierto de la imposición de costas al litigante vencido 
ha producido el efecto deseado: el descenso del número de recursos jurisdiccio-
nales presentados 9.

v. rEflExIón fInal

En esta aportación se han analizado tan solo algunos pocos aspectos de 
los cambios operados en la jurisdicción contencioso-administrativa española. Po-
drían analizarse muchos otros, pero ello requeriría de mucho mayor espacio, casi 
de un tratado de Derecho Procesal sobre la materia. El recurso de casación daría 
para escribir largo y tendido sobre el trato desigual que se da a los litigantes en 
muchos casos.

Llegados a este punto, podemos preguntarnos si la jurisdicción contencioso 
administrativa española ha entrado en crisis. Si la primera acepción de crisis, 
según el diccionario de la Real Academia Española, es “cambio profundo y de 
consecuencias importantes en un proceso o una situación, o en la manera en 
que estos son apreciados” cabe hablar efectivamente de crisis, por cuanto las 
desiguales oportunidades de defensa ante los tribunales, las dilaciones indebidas 
en la tramitación de los procesos y la carga, muchas veces insoportable, de una 
condena en costas, en nada ayudan –antes al contrario– a propiciar una eficaz de-
fensa de los ciudadanos. Hay que volver, pues, al espíritu de la Ley de 1956, pues 
Administración y administrados no son iguales, y éstos últimos han de encontrar 
un camino eficaz para la defensa de sus derechos.

9 Un solo ejemplo es ilustrativo de esta tendencia. En la provincia de Barcelona, con 
una población de 5,5 millones de habitantes, están implantados 17 juzgados de lo contencioso-
administrativo, cuyo número no ha variado en los años que seguidamente se comentan. En el año 
2011, a cuyos finales se produjo la reforma de la imposición de costas por vencimiento, como 
hemos visto, ingresaron 11.275 nuevos recursos. En 2012, en que ya estaba plenamente vigente 
tal criterio, ingresaron 9.161 asuntos; en 2013, 8.874; y en 2014 hubo un repunte de 9.667 nuevos 
asuntos. Nótese, sin embargo, que el repunte de 2014 no llega a alcanzar, ni de lejos, la cifra de 
2011.
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